Boletín N° 2217-07-2.


Segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia sobre el proyecto de ley que establece normas adecuatorias del sistema legal chileno a los proyectos de Código Procesal Penal y de la ley orgánica constitucional del Ministerio Público.


____________________________________________________________


Honorable Cámara:


	Vuestra Comisión de Constitución, Legislación y Justicia pasa a informaros pasa a informaros, en primer trámite constitucional y segundo reglamentario,  sobre el proyecto de ley individualizado en el epígrafe, iniciado en mensaje de S.E. el Presidente de la República. 


--------


	Durante el estudio de esta iniciativa legal, asistieron a vuestra Comisión, por la Unidad Coordinadora de la Reforma Procesal Penal del Ministerio de Justicia, el Coordinador General, don Rafael Blanco Suárez; la abogada asesora de la unidad de estudios, doña Mirtha Ulloa González, y el abogado asesor de la unidad de desarrollo, don Mauricio Decap Fernández; y los abogados asesores de esa Cartera de Estado, don Cristián Riego y don Alex Caroca.


--------


	El proyecto fue aprobado en general por la Sala en la sesión 20ª, celebrada el miércoles 18 de noviembre de 1998, con el voto afirmativo de 93 diputados de 120 en ejercicio.


	En esa ocasión el proyecto fue objeto de doce indicaciones, todas las cuales constan en la respectiva hoja de tramitación elaborada por la Secretaría de la Corporación. Once de ellas, al artículo 4° del proyecto, que modifica la ley que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas. Una, al artículo 17, que modifica la ley orgánica constitucional del Banco Central, con el fin de facultar al Ministerio Público a requerir la información necesaria para cumplir las funciones que le corresponden de acuerdo con la ley de drogas.


	Después de un extenso debate habido en el seno de la Comisión sobre la procedencia de tales indicaciones, se concordó en la conveniencia de retirarlas  todas, dado que introducían modificaciones substanciales, de fondo, a la ley sobre tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas, excediendo con ello el propósito que persigue este proyecto, que no es otro que hacerse cargo de las modificaciones  — adecuatorias — que habrán de introducirse en los 43 cuerpos legales a que se refiere esta iniciativa y que se verán afectados por la nueva regulación que se dará al proceso penal chileno.


	Se hizo constar que con este proyecto no se busca, ni se ha buscado, en caso alguno, modificar la ley de drogas en aspectos substanciales, tarea a la cual  se encuentra abocada la Comisión Especial de Drogas.


	Por la misma razón ya expresada y para ser consecuentes con la decisión adoptada en cuanto al retiro de las indicaciones, por unanimidad se acordó sustituir, en el artículo 4° del proyecto, la modificación introducida en el primer trámite reglamentario en el artículo 33 de la referida ley, que era reemplazado por dos artículos, por otra en la cual dicho artículo 33, que regula el tema de la cooperación eficaz, sólo es objeto de enmiendas específicas, de carácter simplemente adecuatorio.


	Para los efectos previstos en el artículo 288 del Reglamento de la Corporación, esto es, respecto de las menciones que debe contener este informe, se hace constar lo siguiente:


	1°.- De los artículos que no hayan sido objeto de indicaciones ni de modificaciones.


	Se encuentran en esta situación los artículos 1°, 2°, 3°, 4°, con la salvedad del artículo 33; 5°, 6°, 7°, 8°, 9°, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 32, 33, 34, 35, 36, 37, 38, 39, 40, 41, 42 y 43 permanentes, y 1°, 2°, 3° y 4° transitorios


	2°.- De los artículos que deben darse por aprobados reglamentariamente.


	De conformidad con lo preceptuado en los artículos 131 y 288 del Reglamento de la Corporación, cabe dar por aprobados reglamentariamente los preceptos que no han sido objeto de indicaciones en la discusión del primer informe, ni de modificaciones en el segundo, debiendo indicarse en el informe cuáles de ellos contienen materias que deben ser aprobadas con quórum especial, para los efectos de su votación en particular, según lo previene el inciso primero del artículo 30 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.


	Para los efectos anteriores, cabe indicar que, de los artículos mencionados en el párrafo 1°, tienen el carácter de orgánicos constitucionales los artículos 7°, 9°, 11, 17, 18, 21, 22, 23 y 30, dado que modifican cuerpos legales de esa naturaleza.


	Igual carácter  tiene el artículo 47, nuevo, que se introduce en la ley sobre tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas por el artículo 4° del proyecto en informe.


	El artículo 33, que modifica la ley sobre control de armas, tiene el carácter de norma de quórum calificado, atendido lo dispuesto en el artículo 92 de la Constitución Política de la República.


	Los calificados como orgánicos constitucionales o de quórum calificado, atendido su carácter, deben ser sometidos a discusión y votación en particular.


	Los restantes, en cambio, deben darse por aprobados reglamentariamente, por tratarse de normas propias de ley común.


	3° De los artículos calificados como normas de carácter orgánico constitucional o de quórum calificado.


	Los artículos 7°, 9°, 11, 17, 18, 21, 22, 23 y 30, tienen el carácter de orgánicos constitucionales, dado que modifican cuerpos legales de esa naturaleza.


	Igual carácter tiene el artículo 47, nuevo, que se introduce en la ley sobre tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas por el artículo 4° del proyecto en informe, en cuanto entrega al conocimiento del juez de garantías el conocimiento de las faltas a que alude el artículo 41 de esa ley.


	El artículo 33, que modifica la ley sobre control de armas, tiene el carácter de norma de quórum calificado, atendido lo dispuesto en el artículo 92 de la Constitución Política de la República. 


	4° De los artículos suprimidos.


	En este trámite reglamentario no se ha suprimido ningún artículo.


	5° De los artículos modificados.


	En este trámite reglamentario se ha modificado sólo el artículo 4° del proyecto, por haberse acogido una indicación para introducir sólo modificaciones parciales y adecuatorias en el artículo 33 de la ley que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas, que regula la cooperación eficaz.


Texto primer informe


Artículo 33


	Reemplázase por los siguientes artículos:





	"Artículo 33.- Se podrá imponer la pena inferior en uno o dos grados a la señalada por la ley para el delito de que se trate, a aquel sujeto que, durante la investigación, entregue o revele al Ministerio Público informaciones o antecedentes que contribuyan eficazmente a impedir la consumación de los hechos investigados o de otros contemplados en esta ley, pero de mayor gravedad y en que también tenga participación; o bien sirvan para individualizar o capturar a otros responsables con los cuales él hubiere tenido vinculación directa o indirecta, ya sea en una asociación ilícita o en una red ilícita de comercialización, siempre que su papel haya sido de menor importancia y entidad que el de dichos responsables.


	Se deberá tomar en especial consideración lo dispuesto en el artículo 122 del Código Procesal Penal.





Se entiende por cooperación eficaz el suministro de datos o informaciones precisos, verídicos y comprobables, que contribuyan necesariamente al esclarecimiento aludido. La falsedad de los dichos, antecedentes o datos proporcionados por el cooperador serán penados conforme con los artículos 206 o 207 del Código Penal, según fuere el caso.


�
Texto legal vigente


Artículo 33











	Artículo 33.- Será circunstancia atenuante de responsabilidad penal la cooperación eficaz con la autoridad administrativa, policial o judicial, que conduzca a la determinación del cuerpo del delito o de sus autores, cómplices o encubridores, o sirva para prevenir o impedir la perpetración o consumación de otros delitos de igual o mayor gravedad contemplados en esta ley. En estos casos, el tribunal podrá reducir la pena hasta en dos grados.












































Se entiende por cooperación eficaz el suministro de datos o informaciones precisos, verídicos y comprobables, que contribuyan necesariamente al esclarecimiento aludido.





�
Indicación aprobada


Artículo 33


Reemplázase el inciso primero por el siguiente:





	"Artículo 33. Será circunstancia atenuante de responsabilidad penal la cooperación eficaz prestada al Ministerio Público que conduzca al esclarecimiento de los hechos investigados y la identificación de los responsables o sirva para prevenir o impedir la perpetración o consumación de otros delitos de igual o mayor gravedad contemplados en la ley. En estos casos, el tribunal podrá reducir la pena hasta en dos grados."�
�


















	


	El Ministerio Público deberá expresar, en la formalización de la instrucción o en la acusación, si la cooperación prestada por el imputado ha sido eficaz a los fines señalados en los incisos primero y segundo.























	Artículo 33 bis.- La declaración del cooperador, cuando se estimare necesario para su seguridad personal, podrá ser recibida anticipadamente en conformidad con el artículo 259 del Código Procesal Penal.



















































































	El Ministerio Público o el juez de garantías, a petición de aquél, deberá disponer de inmediato todas las medidas que sean necesarias para la protección de quienes pudieren quedar comprendidos en algunos de los casos mencionados en el inciso primero, como, asimismo, a favor del cónyuge, ascendientes o descendientes legítimos o naturales y demás personas que, atendidas las circunstancias del caso, lo requieran. 





	Concedido alguno de los beneficios señalados, el juez de garantías podrá, además, autorizarlos para usar nombres y apellidos distintos de los propios y el otorgamiento de nuevos documentos de identidad. La Dirección General del Registro Civil e Identificación adoptará todos los resguardos necesarios para asegurar el carácter secreto de estas medidas.







































































(Esta materia está contenida en los dos últimos incisos del texto aprobado en el primer informe)




















	Quienes hayan sido autorizados para usar nueva identidad sólo podrán emplear ésta en el futuro.


	El uso malicioso de los primitivos nombres o apellidos y la utilización fraudulenta de los nuevos serán sancionados con la pena de presidio menor en su grado mínimo.”


	Las resoluciones que se adopten en el cumplimiento de este artículo se registrarán en forma secreta en los tribunales respectivos.


	Todas las actuaciones judiciales y administrativas a que den lugar las medidas a que se refiere este artículo serán secretas. 


	El empleado público que violare este sigilo será sancionado con la pena de presidio menor en sus grados medio a máximo.”�
	















































	El tribunal que esté conociendo del proceso o el que lo incoe en virtud de las declaraciones y antecedentes proporcionados en conformidad a los incisos precedentes, se pronunciará, tan pronto le sea posible y en cualquier estado del juicio, acerca de la eficacia de la cooperación prestada.














	Tales declaraciones y antecedentes tendrán carácter secreto desde que se den o entreguen a la autoridad o funcionarios a que se refiere el inciso primero de este artículo. El juez deberá formar cuaderno especial y separado con todo ello y sólo tendrá acceso a éste el tribunal al que corresponda el conocimiento y fallo de algún recurso. El procesado tendrá acceso únicamente a las piezas pertinentes de este cuaderno, cuando tales antecedentes se hagan valer en su contra en el auto en que se lo somete a proceso, si tiene conocimiento del sumario, en la acusación o en la sentencia definitiva.





	No obstante lo anterior, si con ocasión de la investigación de otro hecho delictuoso el juez del crimen respectivo requiere de dichos antecedentes, éstos le serán proporcionados por un breve plazo, previa calificación de su conveniencia por el tribunal requerido. El superior jerárquico común dirimirá cualquier dificultad que surja con ocasión de dicha petición y de su cumplimiento.











	El juez deberá disponer de inmediato todas las medidas que sean necesarias para la protección de quienes pudieren quedar comprendidos en algunos de los casos mencionados en el inciso primero, como asimismo, a favor del cónyuge, ascendientes o descendientes legítimos o naturales y demás personas que, atendidas las circunstancias del caso, lo requieran. Concedido alguno de los beneficios señalados, el juez podrá, además, autorizarlos para usar nombres y apellidos distintos de los propios y el otorgamiento de nuevos documentos de identidad. La Dirección General del Registro Civil e Identificación adoptará todos los resguardos necesarios para asegurar el carácter secreto de estas medidas.














Las resoluciones que el juez adopte en cumplimiento del inciso anterior se estamparán en un libro especial, que el secretario del tribunal guardará bajo custodia.





Todas las actuaciones judiciales y administrativas a que den lugar las medidas a que se refiere este artículo serán secretas. El empleado público que violare este sigilo será sancionado con la pena de presidio menor en sus grados medio a máximo.





Quienes hayan sido autorizados para usar nueva identidad sólo podrán emplear ésta en el futuro.





El uso malicioso de los primitivos nombres o apellidos y la utilización fraudulenta de los nuevos, serán sancionados con la pena de presidio menor en su grado mínimo.�







































Reemplázase el inciso tercero por el siguiente:





	"El Ministerio Público deberá expresar en la formalización de la instrucción o en su escrito de acusación si la cooperación prestada por el imputado ha sido eficaz a los fines señalados en el inciso primero.".











Sustitúyese el inciso cuarto por el siguiente:





	"La declaración del cooperador, cuando se estimare necesario para su seguridad personal, podrá ser recibida anticipadamente en conformidad con el artículo 259 del Código Procesal Penal.".












































Elimínase el inciso quinto.















































	Reemplázase en el actual inciso sexto, la frase "El juez deberá disponer de inmediato" por "El Ministerio Público o el juez, a petición de aquél, deberán disponer de inmediato.".
























































Sustitúyese el actual inciso séptimo por el siguiente:





"Las resoluciones que se adopten en el cumplimiento de este artículo se registrarán en forma secreta en los tribunales respectivos.".


�
�
	En relación con las enmiendas introducidas en el artículo 33, cabe señalar que, en virtud de ellas:


	— Se dispone que la cooperación eficaz debe ser prestada al Ministerio Público y que ella debe conducir al esclarecimiento de los hechos investigados y la identificación de los responsables, o servir para prevenir o impedir la perpetración o consumación de otros delitos de igual o mayor gravedad.


	— Se establece que es el Ministerio Público y no el juez el que recibe la declaración y se pronuncia sobre su eficacia.


	La responsabilidad de recibir la información y de resolver utilizarla en la investigación será del fiscal, quien deberá expresar, en la formalización de la instrucción o en la acusación, si ella fue eficaz.


	— Se permite que la declaración del cooperador pueda ser recibida anticipadamente, con arreglo al Código Procesal Penal, cuando se estimare necesario para su seguridad personal.


	— Se elimina la normativa relativa a la forma de recepción de tales declaraciones y antecedentes, materia que queda regulada por el Código Procesal Penal.


	— Se establece que los informes o antecedentes proporcionados son secretos, .


	— Se dispone que las resoluciones que se adopten en virtud de este artículo se registrarán en forma secreta en los tribunales respectivos.


	Esta indicación fue aprobada por unanimidad.


	6° De los artículos nuevos introducidos.


	En este trámite reglamentario no se ha introducido ningún artículo nuevo.


	7° De los artículos que deben ser conocidos por la Comisión de Hacienda.


	No hay artículos que deban ser conocidos por la Comisión de Hacienda.


	8° De las indicaciones rechazadas por la Comisión.


	La Comisión no ha rechazado indicación alguna. Las presentadas fueron retiradas por sus autores.


--------


	En mérito de las consideraciones anteriores y por las que os pueda dar a conocer en su oportunidad el señor Diputado Informante, vuestra Comisión os recomienda que prestéis aprobación al siguiente








Proyecto de ley:


	Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal:


Artículo 11


	Reemplázase, en la 9ª circunstancia atenuante, la expresión “procesado” por “acusado”.


Artículo 18


	Reemplázase, en el inciso tercero, la oración "el tribunal de primera instancia que hubiere pronunciado dicha sentencia deberá modificarla, de oficio o a petición de parte y con consulta a la Corte de Apelaciones respectiva" por "el tribunal que hubiere pronunciado dicha sentencia deberá modificarla de oficio o a petición de parte".


Artículo 20


	Reemplázase la frase "la restricción de libertad de los procesados" por "la restricción o privación de libertad de los detenidos o sometidos a prisión provisional u otras medidas cautelares personales".


Artículo 26


	Reemplázase, la expresión “procesado” por “imputado”.


Artículo 40


	Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión "procesado" por la expresión "responsable".


Artículo 52


	Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “procesado de” por “condenado por”.


Artículo 76


	Reemplázase la expresión “procesado” por “acusado”.


Artículo 91


	Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “procesado” por “acusado”.


Artículo 93


	Reemplázase, en el número 1º, la expresión "muerte del procesado" por "muerte del responsable".


Artículo 100


	Reemplázase la expresión "inculpado" por "imputado".


Artículo 102


	Reemplázase la expresión "procesado" por "imputado o acusado".


Artículo 103


	Reemplázase, en el inciso primero, la expresión "inculpado" por "imputado".


Artículo 150


	Reemplázase, en el número 1º, la frase "incomunicación de una persona privada de libertad o usare con ella” por "incomunicación de un detenido o imputado sometido a prisión preventiva o usare con él".





Artículo 157


	Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “culpable será considerado y penado como procesado por estafa” por “será sancionado por el delito de estafa”. 


Artículo 159


	Reemplázase la expresión “inculpado” por “imputado”.


Artículo 171


	Reemplázase la expresión “procesados” por “responsables”. 


Artículo 179


	Reemplázase la expresión "procesados" por "responsables".


Artículo 184


	Reemplázase la expresión “procesados” por “responsables”.


Artículo 206


	Reemplázase la frase "El que en causa criminal diere falso testimonio a favor del procesado" por "El que en causa criminal y en presencia judicial diere falso testimonio a favor del imputado o acusado".


Artículo 207


	Reemplázase la frase "El que diere falso testimonio en contra del procesado" por "El que en causa criminal  y en presencia judicial diere falso testimonio en contra del imputado o acusado".


Artículo 210


	Elimínase el inciso segundo.


	Reemplázase, en el número 2º del artículo 299, la frase “Con la pena inferior en tres grados a la señalada por la ley al delito por que se halle procesado el fugitivo, si no se le hubiere condenado por ejecutoria” por “Con la pena inferior en tres grados a la señalada por la ley si al fugitivo no se le hubiere condenado por ejecutoria”.


Artículo 212


	Reemplázase la expresión “procesado” por “responsable”.


Artículo 223


	Reemplázase, en el encabezamiento, la frase "funcionarios que desempeñen el ministerio público" por “fiscales judiciales”.


	Reemplázase, en el número 3º, la expresión "mujer procesada" por "una persona imputada".


Artículo 227


	Reemplázase, en el número 1º, la expresión "procesados" por "condenados".


Artículo 247 bis


	Agrégase, en el párrafo 9, el siguiente nuevo artículo 247 bis: 


	"Artículo 247 bis.- El fiscal del ministerio público que, por dádiva o promesa hiciere o dejare de hacer algún acto debido, propio de sus funciones, será castigado con presidio menor en cualquiera de sus grados, inhabilitación especial perpetua para el cargo y multa de la mitad al tanto de la dádiva o promesa aceptada."


Artículo 250


	Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión "procesado" por "imputado".


Artículo 264


	Agrégase, en el Nº 2, después de la expresión "dichos tribunales", la frase "o a los fiscales del ministerio público".


Artículo 269 bis


	Agrégase, como nuevo artículo 269 bis, el siguiente, pasando el actual 269 bis a ser 269 bis A: 


	"Artículo 269 bis.- El fiscal del ministerio público que ocultare, alterare o intencionalmente destruyere cualquier antecedente, objeto o documento que permita establecer la existencia o ausencia de un delito, la participación punible en él, o que pueda servir para la determinación de la pena, así como los que configuren circunstancias atenuantes o eximentes de responsabilidad, será castigado con presidio menor en cualquiera de sus grados e inhabilitación especial perpetua para el cargo."


Artículo 269 bis A


	Reemplázase, en el inciso segundo del actual artículo 269 bis, que ha pasado a ser artículo 269 bis A, la frase "y el artículo 201 del Código de Procedimiento Penal" por la expresión "y los artículos 208 y 209 del Código Procesal Penal".


Artículo 397


	Elimínase, en el encabezamiento, la expresión “como procesado”.


Artículo 423


	Reemplázase la expresión “como reo de” por el vocablo “por”.


Artículo 424


	Derógase.


Artículo 425


	Reemplázase la expresión "procesados" por "acusados".


Artículo 426


	Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión "entablarse la acción" por "iniciarse una persecución penal".


Artículo 428


	Reemplázase el inciso primero por el siguiente:


	“Artículo 428.- El condenado por calumnia o injuria puede ser relevado de la pena impuesta mediante perdón del acusador; pero la remisión no producirá efecto respecto de la multa una vez que ésta haya sido satisfecha.”


Artículo 431


	Reemplázase, en el inciso segundo, la oración "La misma regla se observará en el caso del artículo 424" por "La misma regla se observará respecto de las demás personas enumeradas en el artículo 64 del Código Procesal Penal".


Artículo 448


	Reemplázase, en los incisos primero y segundo, la expresión “procesado por” por “autor de”.





Artículo 449


	Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión "procesado" por "condenado".


Artículo 456


	Reemplázase la expresión "procesado" por "imputado".


Artículo 461


	Reemplázase la expresión "procesados por" por "responsables de".


Artículo 483 b


	Reemplázase la expresión “inculpado” por “imputado”.


Artículo 484


	Reemplázase la expresión "Son procesados por" por la expresión  "Cometen".


	Artículo 2º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código de Procedimiento Civil:


Artículo 37


	Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “oficial del ministerio público” por “fiscal judicial”.


Artículo 54


	Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “ministerio público”  por “fiscal judicial”.


Artículo 109


	Reemplázase, en el inciso tercero, la expresión “ministerio público” por “fiscal judicial”.


Artículo 167


	Reemplázase, en el inciso primero, la frase "si en éste se ha dado lugar al procedimiento plenario" por "si en éste se ha dado lugar al juicio oral".


Artículo 179


	Elimínase, en el número 3º del inciso primero, la frase "como partes directas o coadyuvantes".


Artículo 209


	Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “ministerio público” por “fiscal judicial”.


Artículo 248


	Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “ministerio público” por “fiscal judicial”.


Artículo 249


	Reemplázase la expresión “ministerio público” por “fiscal judicial”.


		Artículo 361


	Agrégase, en el número 1, después de la expresión "Fiscales", el vocablo “Judiciales” y, después de la expresión “Jueces Letrados”, la frase "el Fiscal Nacional y los fiscales regionales,".





Artículo 362


	Agrégase, en el inciso primero, a continuación de las expresiones “fiscales” y “fiscal”, en todos los casos en que ellas se emplean, la expresión "judicial".


Artículo 389


	Agrégase, en el número 1, después de la expresión “Fiscales”, el vocablo “Judiciales” y, después de la coma (,) que sigue a la expresión "tribunales", la frase "el Fiscal Nacional y los fiscales regionales".


Artículo 683


	Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “oficial del ministerio público” por “fiscal judicial”.


Artículo 750


	Reemplázase la expresión “ministerio público” por “fiscal judicial”.


Artículo 753


	Reemplázase la expresión “ministerio público” por “fiscal judicial”.


Artículo 761


	Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “ministerio público” por “fiscal judicial”.


Artículo 803


	Deróganse los incisos segundo y tercero.


Artículo 813


	4.- Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “ministerio público” por “fiscal judicial”.


Artículo 814


	Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “ministerio público” por “fiscal judicial”.


Artículo 824


	Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “ministerio público” por “fiscal judicial”.


Artículo 825


	Reemplázase la expresión “ministerio público” por “fiscal judicial”.


Artículo 849


	Reemplázase la expresión “ministerio público” por “fiscal judicial”.


Artículo 876


	Reemplázase la expresión “ministerio público” por “fiscal judicial”.


Artículo 886


	Reemplázase, en el inciso tercero, la expresión “ministerio público” por “fiscal judicial”.


Artículo 904


	Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “ministerio público” por “fiscal judicial”.


Artículo 911


	Reemplázase la expresión “ministerio público” por “fiscal judicial”.


Artículo 912


	Reemplázase la expresión “ministerio público” por “fiscal judicial”.


Artículo 913


	Reemplázase la expresión “ministerio público” por “fiscal judicial”.


	Artículo 3º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 28 de julio de 1993, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Orgánica del Consejo de Defensa del Estado:


Artículo 3°


	Sustitúyese, en el número 1, la expresión "en las gestiones judiciales y administrativas previas al ejercicio de la acción penal que correspondiera ejercer o sostener al Consejo y cuando, a juicio del mismo, se justifique su intervención" por "así como su intervención formal en el proceso penal cuando el Consejo  así lo decidiere".


	Reemplázase, en el número 4, la frase "El ejercicio y sostenimiento de la acción penal" por "Intervenir y, en su caso, ejercer la acción penal".


	Sustitúyese el número 5 por el siguiente:


	“5.- Intervenir y, en su caso, ejercer la acción penal, cuando así lo acuerde el Consejo, tratándose de los crímenes y simples cometidos por funcionarios públicos o empleados de la Administración del Estado, de los gobiernos regionales, de las municipalidades, de las instituciones o servicios descentralizados territorial o funcionalmente, o de las entidades de derecho privado  en que el Estado o sus instituciones tengan aportes o participación mayoritarios o igualitarios, en el desempeño de sus funciones o cargos. 


Artículo 4°


	Reemplázase la oración "El Consejo de Defensa ejercerá la acción penal determinada en el artículo 3.º, Nº 4" por "El Consejo de Defensa del Estado intervendrá de conformidad con lo dispuesto en el artículo 3.º, Nº 4".


Artículo 5°


	Derógase.


Artículo 6°


	Reemplázase, en el inciso primero, la oración "el Consejo de Defensa del Estado sostendrá la acción siempre que, en su concepto, haya especial conveniencia en ello" por "el Consejo de Defensa del Estado intervendrá, a petición del organismo correspondiente, siempre que en su concepto haya especial conveniencia para ello".


	Sustitúyense los incisos segundo y tercero por los siguientes:


	"En los casos previstos en el artículo 4º, letra d), el Consejo de Defensa del Estado podrá intervenir sólo cuando el Servicio de Impuestos Internos no lo hubiere hecho. Ocurrida dicha intervención, el Consejo deberá cesar en ella.


	Salvo lo dispuesto en el inciso anterior, cuando el Consejo de Defensa del Estado intervenga en aquellos casos en que también corresponda la intervención de otros funcionarios distintos del Ministerio Público, cesará la facultad de representación de éstos en el respectivo procedimiento."


Artículo 26


	Elimínase, en el inciso segundo, la frase "las contestaciones de demandas de cobro de honorarios regidas por el artículo 245 del Código de Procedimiento Penal".


Artículo 41


	Sustitúyese por el siguiente:


	"Artículo 41. El Ministerio Público remitirá al Consejo de Defensa del Estado, a la brevedad posible, los partes o denuncias que digan relación con delitos que puedan dar lugar a su intervención.”


Artículo 45


	Sustitúyese por el siguiente:


	"Artículo 45.- En los procesos penales de que trata el artículo 3º, el Presidente del Consejo y los abogados procuradores fiscales, dentro de sus respectivos territorios, podrán hacerse parte y tendrán los derechos que el Código Procesal Penal concede a los querellantes. En tal calidad, podrán examinar registros y documentos de la investigación fiscal y policial, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 262 del Código Procesal Penal.


	Corresponderá especialmente al Presidente del Consejo y a los abogados procuradores fiscales ejercer la facultad que el artículo 243 del Código Procesal Penal concede a la víctima."


Artículo 46


	Reemplázase por el siguiente:


	"Artículo 46.- Tanto el Presidente del Consejo como los abogados procuradores fiscales tendrán derecho al conocimiento de los antecedentes de la investigación en cualquier procedimiento, cuando estimaren, fundadamente, que se ha cometido alguno de los delitos que autorizan la intervención del Consejo de Defensa del Estado y con la sola finalidad de decidir si se interpone o no querella. En caso de rechazo de la solicitud por parte del fiscal investigador, el Consejo podrá ocurrir ante el respectivo juez de garantías, quien decidirá la cuestión mediante resolución fundada."


Artículo 47


	Sustitúyese por el siguiente:


	"Artículo 47.- Cualquier dificultad que se suscitare entre el Consejo y el Ministerio Público a propósito del ejercicio de los derechos que al primero reconocen los artículos precedentes, será resuelta por el respectivo juez de garantías o por el tribunal del juicio oral que estuviere conociendo del proceso."


Artículo 48


	Derógase.


Artículo 52


	Reemplázase la expresión "y que no sean de la competencia del Juez del Crimen" por "y cuyo conocimiento no corresponda a los jueces con competencia en lo penal".


Artículo 58


	Reemplázase por el siguiente:


	"Artículo 58.- En la investigación de los delitos a que se refiere el artículo 3º, el Ministerio Público deberá informar al Presidente del Consejo de Defensa o a los respectivos abogados procuradores fiscales, dentro de los cinco días siguientes y mediante comunicación escrita, la circunstancia de haber archivado provisionalmente la causa o haberse abstenido de proseguir la investigación, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 241 y 242 del Código Procesal Penal.


	Si el Consejo estimare injustificada o indebida la medida adoptada, deberá reclamar de dicha decisión ante la autoridad inmediatamente superior del Ministerio Público, la que se deberá pronunciar dentro del plazo de cinco días."


	Artículo 4º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1995, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 19.366, que sanciona el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas:


Artículo 2º


	Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión "inculpado" por "imputado".


	Sustitúyese, en el inciso cuarto, la frase "a las personas que se encuentren procesadas" por "a las personas acusadas o condenadas".


	Sustitúyese, en el inciso final la frase "si con posterioridad a ésta se produce el procesamiento de que se trata" por "si con posterioridad a ésta se presenta la acusación". 


Artículo 10


	Elimínase el inciso final. 


Artículo 13


	Derógase.


Artículo 14


	Sustitúyese por el siguiente:


	“Artículo 14.- El Ministerio Público deberá llevar a cabo la investigación de los delitos a que se refiere el artículo 12 a través de las unidades especializadas que al efecto cree, de conformidad a su ley orgánica constitucional.”


Artículo 15


	Derógase.


Artículo 16


	Reemplázase por el siguiente:


	"Artículo 16.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 253 del Código Procesal Penal, las autoridades y funcionarios o empleados de cualquiera de los servicios de la Administración del Estado,  de las instituciones o servicios descentralizados territorial y funcionalmente o de las entidades de derecho privado en que el Estado o sus instituciones tengan aportes o participación mayoritarios o igualitarios, deberán colaborar activamente con el Ministerio Público en la investigación de los delitos contemplados en esta ley.


	El Ministerio Público podrá efectuar indagaciones y actuaciones en el extranjero dirigidas a recoger antecedentes acerca de la procedencia u origen de los bienes, valores, dineros, utilidad, provecho o  beneficio a que se refiere el artículo 12, pudiendo solicitar directamente asesoría a las representaciones diplomáticas y consulares chilenas.


	Del mismo modo, el Ministerio Público podrá requerir, previa autorización judicial, la entrega de antecedentes o copias de documentos sobre cuentas corrientes bancarias, depósitos u otras operaciones sujetas a secreto o reserva, de personas naturales o jurídicas, o de comunidades, que sean objeto de la investigación, debiendo los bancos, otras entidades y personas naturales que estén autorizadas o facultadas para operar en los mercados financieros, de valores y seguros y cambiarios, proporcionarlos en el más breve plazo.


	Los notarios, conservadores y archiveros deberán entregar al Ministerio Público, en forma expedita y rápida, los informes, documentos, copias de instrumentos y datos que se les soliciten.


	El otorgamiento de los antecedentes mencionados en este artículo será gratuito y libre de toda clase e derechos e impuestos."


Artículo 17


	Sustitúyese, en el inciso primero, la oración "La investigación preliminar a que se refiere esta ley será secreta" por "La investigación del delito a que se refiere el artículo 12 de esta ley será secreta en los términos que dispone el artículo 262 del Código Procesal Penal".


	Reemplázase, en el inciso tercero, la frase "El Consejo de Defensa del Estado deberá perseguir la responsabilidad penal o civil que pudiere emanar" por "El Ministerio Público deberá intervenir en el correspondiente proceso penal o entablar la acción civil que pudiere emanar".


Artículo 18


	Derógase.


Artículo 19


	Sustitúyese, en el inciso primero, la oración "Deducida la acción penal por alguno de los delitos contemplados en el artículo 12, el juez del crimen adoptará todas las medidas necesarias" por "Iniciada la persecución penal por alguno de los delitos contemplados en el artículo 12, el Ministerio Público podrá solicitar al juez de garantías que decrete todas las medidas necesarias".


	Derógase el inciso segundo.


Artículo 20


	Sustitúyese, en el inciso primero, la expresión "El Consejo de Defensa del Estado" por "El Ministerio Público".


	Sustitúyese, en el inciso tercero, la expresión "el Consejo de Defensa del Estado" por "el Ministerio Público".


Artículo 25


	Reemplázase, en el inciso primero, la expresión "artículo 114 del Código de Procedimiento Penal" por "artículo 289 del Código Procesal Penal".


	Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “el Banco del Estado de Chile” por “una institución bancaria”.


	Sustitúyese, en el inciso tercero, el vocablo “tribunal” por “juez de garantías”.


	Sustitúyense, en el inciso cuarto, la expresión “tribunal” por “juez de garantías”, y la frase "el juez de la causa la” por "lo”.





Artículo 26


	Reemplázase, en el inciso primero, la frase "que sean incautadas por los tribunales o por la policía" por "que sean incautadas en conformidad a la ley".


	Sustitúyese, en el inciso quinto, la frase "El servicio aludido deberá emitir" por "El Servicio aludido deberá remitir al Ministerio Público".


	Elimínase, en el mismo inciso, la oración "Dicho protocolo de análisis tendrá el valor probatorio señalado en el artículo 472 del Código de Procedimiento Penal".


	Sustitúyese, en el referido inciso, la frase "el tribunal decrete" por "el Ministerio Público solicite".


	Sustitúyese, en el inciso sexto, la oración "copia de la cual deberá hacerse llegar al tribunal" por "copia de la cual deberá hacerse llegar al Ministerio Público y al juez de garantías".


	Reemplázase, en el inciso octavo, la expresión "el tribunal ordenará” por "el juez de garantías, a petición del Ministerio Público,”.


Artículo 28


	Reemplázase, en el inciso primero, la frase "artículo 675 del Código de Procedimiento Penal" por "artículo 530 del Código Procesal Penal".


	Reemplázase, en el inciso tercero, la frase "Título I del Libro Cuarto del Código de Procedimiento Penal", por "párrafo 1º del Título VIII del Libro IV del Código Procesal Penal".


Artículo 29


	Reemplázase, en el inciso primero, las frases "organismo que investigue actos preparatorios, de ejecución o consumados de alguno de los delitos sancionados en esta ley" por "ministerio público", y "el juez del crimen del territorio jurisdiccional donde aquellos se lleven o hayan sido llevados a cabo, " por "el juez de garantías que corresponda".


	Sustitúyese, en el inciso segundo, la expresión "el correspondiente organismo" por "el Ministerio Público", y suprímese la frase "denunciar el delito y".


	Reemplázase, en el inciso tercero, la frase "El juez del crimen estará facultado para decretar" por "A petición del Ministerio Público, el juez de garantías podrá decretar".


	Reemplázase, en el inciso cuarto, la palabra "juez" por "Ministerio Público".


Artículo 30


	Sustitúyese por el siguiente:


	"Artículo 30.- El Ministerio Público podrá requerir y otorgar la más amplia cooperación destinada al éxito de las investigaciones de los respectivos procedimientos, de acuerdo con lo pactado en convenciones o tratados internacionales, pudiendo proporcionar antecedentes específicos, aun cuando ellos se encontraren en la situación prevista en el inciso tercero del artículo 262 del Código Procesal Penal."


Artículo 31


	Intercálase, en el inciso primero, entre la palabra “juez” y la letra “a”, la expresión “de garantías”, y reemplázase la expresión “organismo policial” por “fiscal del Ministerio Público”.


Artículo 33





Reemplázase el inciso primero por el siguiente:


	"Artículo 33. Será circunstancia atenuante de responsabilidad penal la cooperación eficaz prestada al Ministerio Público que conduzca al esclarecimiento de los hechos investigados y la identificación de los responsables o sirva para prevenir o impedir la perpetración o consumación de otros delitos de igual o mayor gravedad contemplados en la ley. En estos casos, el tribunal podrá reducir la pena hasta en dos grados."


Reemplázase el inciso tercero por el siguiente:


	"El Ministerio Público deberá expresar en la formalización de la instrucción o en su escrito de acusación si la cooperación prestada por el imputado ha sido eficaz a los fines señalados en el inciso primero."


Sustitúyese el inciso cuarto por el siguiente:


	"La declaración del cooperador, cuando se estimare necesario para su seguridad personal, podrá ser recibida anticipadamente en conformidad con el artículo 259 del Código Procesal Penal."


Reemplázase en el actual inciso sexto, la frase "El juez deberá disponer de inmediato" por "El Ministerio Público o el juez, a petición de aquél, deberán disponer de inmediato."


Sustitúyese el actual inciso séptimo por el siguiente:


	"Las resoluciones que se adopten en el cumplimiento de este artículo se registrarán en forma secreta en los tribunales respectivos.".


Artículo 34


	Reemplázase el inciso primero por el siguiente:


	"Artículo 34.- No regirá el plazo a que se refiere el inciso tercero del artículo 262 del Código Procesal Penal cuando se trate de la investigación de los delitos a que se refiere esta ley, si el Ministerio Público estimare que existe riesgo para la seguridad de agentes encubiertos, informantes, testigos, peritos y, en general, de quienes hayan cooperado eficazmente en el procedimiento."


	Intercálase, en el inciso cuarto, entre las palabras "declarar" y "en", la voz "anticipadamente", y sustitúyese la expresión "proceso" por "acta respectiva".


	Sustitúyese el inciso quinto por el siguiente:


	"La violación del secreto de la investigación y de la identidad de las personas a que se refieren el artículo anterior y el presente será castigada con presidio menor en sus grados medio a máximo."


	Artículos 36, 37 y 38.


	Deróganse.


Artículo 41


	Sustitúyese, en el inciso sexto, la expresión "El juez del Crimen" por "El tribunal".


Artículo 42


	Sustitúyese por el siguiente:


	"Artículo 42.- Se aplicará, para la persecución de las faltas a que se refiere el artículo anterior, el procedimiento establecido en el título I del Libro IV del Código Procesal Penal.".


Artículos 43 y 44.


	Deróganse.


Artículo 45


	Elimínanse, en el inciso primero, la expresión ", además de contener los requisitos señalados en el artículo 562 del Código de Procedimiento Penal," y su última frase.


Artículo 47


	Sustitúyese por el siguiente:


	"Artículo 47.- Las faltas a que alude el artículo 41 serán de conocimiento del juez de garantías de acuerdo con las reglas generales."


Artículo 48


	Sustitúyese, en el inciso segundo, la expresión "tribunal" por "Ministerio Público".


Artículo 51


	Reemplázase, en el inciso primero, la expresión "inculpados o procesados" por "imputados".


Artículo 56


	Derógase.


	Artículo 5º.- Sustitúyese, en la primera y segunda frases de la letra b) del artículo 34 del decreto con fuerza de ley Nº 292, de 1953, que aprueba la ley Orgánica de la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante, la expresión "tribunal" por "Ministerio Público".


	Artículo 6°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley Nº 211, de 1973, que fija normas para la defensa de la libre competencia, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se encuentra en el decreto supremo Nº 511, de 1980, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción:


	Reemplázase, en todos los preceptos en que se utilice, la expresión "Fiscal Nacional" por "Fiscal Nacional Económico".


	Reemplázase, en todos los preceptos en que se utilice, la expresión "Fiscal Regional" por "Fiscal Regional Económico".


Artículo 24


	Incorpórase, en la letra b) del inciso segundo, a continuación de la frase "ante la Comisión Resolutiva", la frase "el Ministerio Público", antecedida de una coma (,).


	Introdúcense, en el párrafo tercero de la letra h) del inciso segundo, a continuación de la frase "a las Comisiones Preventivas", una coma (,) y luego las palabras "al Ministerio Público".


	Elimínase el párrafo quinto de la letra h) del inciso segundo.


	Reemplázase la letra j) del inciso segundo por la siguiente:


	"j) Denunciar o presentar querella por los delitos previstos en este decreto ley, cuando se lo ordene la Comisión Resolutiva de conformidad con el número 5 de la letra a) del artículo 17.”


	Elimínase la letra k) del inciso segundo.


Artículo 26


	Reemplázase la frase "el ejercicio de la acción penal" por "el ejercicio de la facultad de deducir denuncia o querella" y suprímese la expresión "o en el Consejo de Defensa del Estado."


Artículos 33, 34, 35 y 37.


	Deróganse.


	Artículo 7°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios:


Artículo 40


	Intercálase entre las palabras "Local;" y "los", la frase "los fiscales del Ministerio Público;".


Artículo 61


	Reemplázase, en el inciso segundo, la frase "ante el juez del crimen" por "a la respectiva oficina del Ministerio Público."


Artículo 78


	Sustitúyese la frase "Juez del Crimen" por "Ministerio Publico".


Artículo 117


	Reemplázase, en el inciso primero, la frase "Juez del Crimen competente" por "Ministerio Público, el juez de garantías"


	Reemplázase, en el inciso segundo, la frase "y previa formación del acta de iniciación del sumario correspondiente, dispondrán" por la frase ", el juez de garantías dispondrá"


Artículo 119


	Reemplázase, en el inciso tercero, la frase "al juez del crimen competente para que instruya el proceso que haya lugar" por "al Ministerio Público, para los fines a que haya lugar".


Artículo 120


	Sustitúyese la expresión "juez del crimen" por la expresión "Ministerio Público".


Artículo 121


	Reemplázase, en el inciso tercero, la frase "al juez del crimen competente" por "al Ministerio Público".


Artículo 122


	Sustitúyese la frase "juez competente" por "Ministerio Público".


Artículo 130


	Agrégase, después de la palabra "Estado", la expresión "del Ministerio Público", antecedida por una coma (,).


Artículo 139


	Elimínase, en el inciso segundo, la oración “quien apreciará la prueba de acuerdo a las reglas de la sana crítica”, así como la coma (,) que la antecede.





Artículos  146, 147 148 y 149.


	Deróganse.


Artículo 150


	Reemplázase la expresión "acusado" por "imputado".


Artículo 157


	Reemplázase, en el inciso primero, la frase "el juez del crimen que corresponda o al de turno en su caso" por "la oficina correspondiente del Ministerio Público".


	Artículo 8°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.175, de Quiebras:


	Reemplázase, en todos los preceptos de esta ley, la expresión "Fiscal Nacional" por "Fiscal Nacional de Quiebras".


Artículo 222


	Reemplázase la expresión "juez del crimen" por "Ministerio Público".


Artículo 223


	Sustitúyese por el siguiente: 


	"Artículo 223.- El Ministerio Público procederá a investigar con el fin de indagar si el fallido o cualquiera otra persona son responsables de algún delito relacionado con la quiebra."


Artículo 225


	Reemplázase, en el inciso primero, la expresión "juicio" por "proceso".


	Elimínase el inciso tercero.


Artículos 226 y 227.


	Deróganse.


Artículo 228


	Elimínanse los incisos primero y segundo.


Artículo 234


	Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente: 


	"Si la quiebra del deudor no comprendido en el artículo 41 fuere declarada por la causal número 3 del artículo 43, el tribunal, de oficio, lo comunicará al Ministerio Público para que dé curso a la correspondiente investigación."


	Artículo 9°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.556, Orgánica Constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral:


Artículo 39


	Reemplázase, en el número 2, la expresión "hallarse procesado" por "haberse dictado auto de apertura del juicio oral."


Artículo 50


	Reemplázase, en el inciso primero, la frase "juez del crimen competente" por "juez de garantías".


	Elimínase, en el inciso segundo, la oración final que comienza con las expresiones "y hará declaración" hasta "sumario", reemplazándose la coma (,) después de la palabra "reclamo" por un punto (.), y agrégase, como oración final, la siguiente: "Si diere lugar al mismo, remitirá los antecedentes al Ministerio Público para los fines que correspondan."


Artículo 63


	Reemplázase la frase "juez competente" por "Ministerio  Público".


Artículo 68


	Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:


	"Cualquier persona podrá formular denuncia o deducir querella para la investigación de las faltas o delitos sancionados en esta ley."


Artículos 69 y 72


	Deróganse.


Artículo 70


	Sustitúyese la frase "Título I del Libro III del mismo Código" por "Título I Libro IV del Código Procesal Penal".


	Artículo 10.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley Nº 2.460, Orgánica de la Policía de Investigaciones:


Artículo 4°


	Reemplázase por el siguiente:


	“Artículo 4°.- La misión fundamental de la Policía de Investigaciones de Chile es investigar los delitos de conformidad a las instrucciones que al efecto dicte el Ministerio Público, salvo las excepciones específicas previstas por la ley.”


Artículo 5°


	Intercálase entre los vocablos “emanada” y “de”, la expresión "del Ministerio Público,".


Artículo 7°


	Agrégase, en el inciso primero, a continuación de la frase "autoridades judiciales con jurisdicción en lo criminal", la expresión "al Ministerio Público", antecedido por una coma (,).


Artículo 8°


	Reemplázase, en el inciso primero, la frase final "sin perjuicio de las facultades que los artículos 112, 113 y 114 del Código de Procedimiento Penal otorgan al juez que conozca los hechos" por "sin perjuicio de las reglas generales contenidas en el Código Procesal Penal."


Artículo 20


	Reemplázase, en el inciso primero, la expresión "del juez competente" por "del Ministerio Público o del juez, según sea el caso".


	Elimínase el inciso segundo.


	Sustitúyese el actual inciso tercero por el siguiente:


	"Una copia del informe médico se enviará al juez de garantías correspondiente y otra al fiscal del Ministerio Público que tramite la causa."


	Artículo 11.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 4º de la ley Nº 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile:


	Reemplázase el inciso primero por el siguiente:


	“Artículo 4°.- Carabineros de Chile deberá dar cumplimiento a las órdenes que imparta el Ministerio Público durante la investigación y prestará a las autoridades judiciales el auxilio de la fuerza pública que éstas soliciten en el ejercicio de sus atribuciones. Al ser requerido por el Ministerio Público o los Tribunales de Justicia para hacer ejecutar sus sentencias y para practicar o hacer practicar los actos de instrucción que decreten, Carabineros deberá prestar dicho auxilio sin que le corresponda calificar el fundamento u oportunidad con que se le pide, ni la justicia o legalidad de la resolución que se trata de ejecutar. Asimismo, Carabineros prestará auxilio al Ministerio Público para la investigación de los delitos de conformidad a lo que dispone el Código Procesal Penal.".


	Agrégase, en el inciso final, a continuación de la expresión "Tribunales de Justicia", la frase "y el Ministerio Público,"


	Artículo 12.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.216, sobre medidas alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad:


Artículo 2°


	Reemplázase la frase "artículo 564 del Código de Procedimiento Penal" por "artículo 453 del Código Procesal Penal".


Artículo 15


	Reemplázase, en la letra c), la oración "Si dichos informes no hubieren sido agregados a los autos durante la tramitación del proceso, el juez de la causa o el tribunal de alzada lo solicitarán como medida para mejor resolver" por "Si dichos informes no hubieren sido incorporados al juicio oral, el tribunal podrá solicitarlos en la oportunidad prevista en el artículo 373 del Código Procesal Penal".


Artículo 16


	Reemplázase el inciso final por el siguiente:


	“La prórroga y reducción del plazo, y el egreso del condenado se propondrán en un informe fundado que se someterá a la consideración del tribunal. Si éste es unipersonal, su resolución podrá ser apelada para ante la Corte de Apelaciones respectiva.”


Artículo 17


	Reemplázase, en la letra e), la expresión "procesado" por "condenado".


Artículo 25


	Derógase.


Artículo 29


	Reemplázase, en el inciso primero, la frase "dieron origen al auto de procesamiento y la condena" por "diere origen el respectivo procedimiento penal".


	Artículo 13.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 4º del decreto ley Nº 321, sobre Libertad Condicional:


	Reemplázanse, en el inciso segundo, la expresión "los dos jueces del crimen más antiguos de ese departamento" por "dos jueces con competencia penal elegidos por éstos, si hubiere más de dos en las comunas asientos de las respectivas Cortes", y la expresión "los diez jueces del crimen más antiguos del departamento", por "diez jueces con competencia en lo penal elegidos por todos ellos".


	Reemplázase el inciso cuarto por el siguiente:


	“Los jueces con competencia penal elegidos serán subrogados, en caso de impedimento o licencia, por otros jueces con competencia en lo penal que los sigan en antigüedad.”


	Artículo 14.- Derógase el decreto con fuerza de ley Nº 426, de 1927, que suprime los cargos de promotores fiscales y fija la forma en que serán reemplazados en sus funciones.


	Artículo 15.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley Nº 196, de 1960, que fija el estatuto orgánico del Servicio Médico Legal:


Artículo 2°


	Reemplázase por el siguiente:


	“Artículo 2º El Servicio Médico Legal asesorará al Ministerio Público y a los Tribunales de Justicia en materias médico-legales y colaborará con las Cátedras de Medicina Legal de las Universidades del país.”


Artículo 3°


	Reemplázase, la letra a) por la siguiente:


	a) Emitir informes médico-legales a petición del Ministerio Público y de los Tribunales de Justicia;”


Artículo 8°


	Derógase.


Artículo 15


	Derógase.


	Artículo 16.- Reemplázase el artículo 143 del decreto con fuerza de ley Nº 3, de 1997, que fijó el texto refundido, sistematizado y concordado de la ley General de Bancos, por el siguiente:


	"Artículo 143.- La Superintendencia, cuando pueda configurarse alguna de las presunciones establecidas en el artículo 141, deberá poner en conocimiento del Ministerio Público la declaración de liquidación forzosa, acompañada de sus antecedentes, al objeto de que éste inicie la investigación correspondiente.


	La Superintendencia figurará como parte y tendrá los derechos de tal desde que se apersone al juicio. En ese carácter, solicitará la práctica de todas las diligencias que sean necesarias para el esclarecimiento de los antecedentes de la liquidación y para la aprehensión de los responsables, cuando proceda esta medida.”


	Artículo 17.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 59 de la ley Nº 18.840, Orgánica Constitucional del Banco Central:


	Elimínase la frase "Para ello, el Banco deducirá la denuncia o querella correspondiente".


	Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo:


	“El Banco figurará como interviniente en el proceso desde que se apersone en él, sin necesidad de formalizar querella.”


	Artículo 18.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional:





		Artículo 12


	Elimínase, en el inciso segundo, la frase "y Nº 1 del artículo 191 y 192 del Código de Procedimiento Penal".


Artículo 20


	Elimínase la frase "y de las criminales, por crímenes o simples delitos,".


	Artículo 19.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 19.327, que fija normas para prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional:


Artículo 8°


	Derógase.


Artículo 10


	Reemplázase la frase "Título I del Libro Tercero del Código de Procedimiento Penal" por "Título I Libro IV del Código Procesal Penal".


	Artículo 20.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.325, que establece normas sobre procedimiento y sanciones relativos a los actos de violencia intrafamiliar:


Artículo 3°


	Reemplázase, en la letra a), la frase "siéndoles aplicable lo establecido en los artículos 83 y 86 del Código de Procedimiento Penal" por "siéndoles aplicable el artículo 250 del Código Procesal Penal".


Artículo 7°


	Reemplázase la frase "al Juzgado de Letras en lo Criminal que sea competente para conocer de éste" por "al Ministerio Público para que inicie la investigación respectiva".


	Artículo 21.- Reemplázase, en el artículo 18 de la ley Nº 18.603, Orgánica Constitucional de Partidos Políticos, la expresión “los del Tribunal Calificador de Elecciones y los del Servicio Electoral” por "del Ministerio Público, del Tribunal Calificador de Elecciones y del Servicio Electoral".


	Artículo 22.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, cuyo texto actualizado corresponde al decreto supremo Nº 291, de 1993, del Ministerio del Interior, que fijó su texto refundido:


Artículo 32


	Reemplázase, en la letra d), la expresión "los funcionarios que ejerzan el ministerio público" por "los fiscales del Ministerio Público".


Artículo 102


	Intercálase, en la letra g), el vocablo “judicial” entre las palabras “fiscal” y “para”.


	Artículo 23.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto actualizado corresponde al decreto supremo Nº 662, de 1992, del Ministerio del Interior, que fijó su texto refundido:


Artículo 64


	Intercálase, en la letra b), entre las expresiones "Poder Judicial" y "así como", la expresión "del Ministerio Público,".


Artículo 90


	Reemplázase la letra d) por la siguiente;


	“d) No haber sido acusado ni condenado por delito que merezca pena aflictiva.”


Artículo 136


	Intercálase, en la letra g), el vocablo “judicial” entre las palabras “fiscal” y “para”.


	Artículo 24.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.883, que aprueba el Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales:


Artículo 10


	Reemplázase, en la letra f), la expresión "procesado" por "acusado".


Artículo 58


	Reemplázase, en la letra k), la expresión "Denunciar a la justicia" por "Denunciar ante el Ministerio Público".


Artículo 119


	Intercálase, en el inciso primero, entre  la coma (,) que sigue a la palabra “consecuencia” y el vocablo “la”, la frase "la aplicación del principio de oportunidad, la suspensión condicional del procedimiento, los acuerdos reparatorios,".


	Artículo 25.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.834, que aprueba el Estatuto Administrativo:


Artículo 11


	Reemplázase, en la letra f), la expresión "procesado" por "acusado".


Artículo 55


	Reemplázase, en la letra k), la expresión "Denunciar a la justicia" por "Denunciar ante el Ministerio Público".”


Artículo 155


	Intercálase, en el inciso primero, entre  la coma (,) que sigue a la palabra “consecuencia” y el vocablo “la”, la frase "la aplicación del principio de oportunidad, la suspensión condicional del procedimiento, los acuerdos reparatorios, ".


	Artículo 26.- Reemplázase la letra d) del artículo 20 del decreto Nº 58, del 20 de marzo de 1997, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 19.418, sobre juntas de vecinos y demás organizaciones comunitarias, derogando la ley Nº 18.893, por la siguiente: 


	“d) No estar acusado ni cumpliendo condena por delito que merezca pena aflictiva, y”


	Artículo 27.- Reemplázase la letra a) del artículo 44 bis del decreto con fuerza de ley Nº 251, del año 1931, relativo a la Superintendencia de Valores y Seguros, por la siguiente:


	“a) Aquellos acusados o condenados por delito que merezca pena aflictiva o por los delitos a que se refiere esta ley;”


	Artículo 28.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.212, que crea la Dirección de Seguridad Pública e Informaciones:





Artículo 9°


	Reemplázase  la frase "artículo 191 del Código de Procedimiento Penal" por "artículo 208 del Código Procesal Penal", y sustitúyese la expresión "los dos primeros incisos del artículo 192 del mismo Código" por "el artículo 209 del Código Procesal Penal".


Artículo 23


	Reemplázase, en el inciso cuarto, la expresión "los Tribunales de Justicia" por "el Ministerio Público", y sustitúyese la oración "al tribunal competente, según el caso. Este último deberá disponer la formación de cuaderno separado con los documentos remitidos" por "al fiscal que corresponda. Este último deberá disponer su custodia reservada".


	Sustitúyese el inciso quinto por el siguiente: 


	"El imputado o acusado y los demás intervinientes en el proceso siempre tendrán acceso a los antecedentes indicados en el inciso anterior.  Si se pretendiere hacerlos valer en audiencias orales, el o los jueces a cargo de éstas tomarán las providencias necesarias para mantener su carácter reservado.".


	Elimínase el inciso séptimo.


	Reemplázase el actual inciso final por el siguiente: 


	"Si se tratare de materias civiles, en el proceso respectivo se formará cuaderno separado con los antecedentes reservados, siguiéndose en lo demás las reglas precedentemente expuestas en cuanto resulten aplicables."


	Artículo 29.- Sustitúyese el número 5) del artículo 24 de la ley Nº 19.070, que aprueba el Estatuto de los Profesionales de la Educación, por el siguiente:


	"5) No estar inhabilitado para el ejercicio de funciones o cargos públicos, ni hallarse acusado ni condenado por crimen o simple delito."


	Artículo 30.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.948, Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas:


Artículo 54


	Reemplázase, en la letra d), la expresión "Oficial procesado" por "Oficial que hubiere sido acusado, tratándose de jurisdicción ordinaria, o en cuya contra se hubiere dictado auto de procesamiento en el caso de la jurisdicción militar".


Artículo 57


	Reemplázase, en la letra d), la expresión "el personal procesado" por "el personal que hubiere sido acusado, tratándose de jurisdicción ordinaria, o en cuya contra se hubiere dictado auto de procesamiento en el caso de la jurisdicción militar".


	Artículo 31.- Modifícase, la letra d) del artículo 36 de la ley Nº 18.833, que establece un nuevo estatuto general para cajas de asignación familiar, por la siguiente:


	“d) No haber sido condenado ni hallarse acusado por crimen o simple delito;”.


	Artículo 32.- Sustitúyese, en el inciso final del artículo 5º de la ley Nº 18.455, que fija normas sobre producción, elaboración y comercialización de alcoholes etílicos, bebidas alcohólicas y vinagres, la expresión "juez del crimen competente" por "juez de garantías que corresponda", y elimínase la expresión "con conocimiento de causa y".


	Artículo 33.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto Nº 400, de 1978, del Ministerio de Defensa Nacional, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 17.798, sobre Control de Armas:


Artículo 18


	Reemplázase la letra a) por la siguiente:


	"a) En las comunas que no sean asiento de juzgado militar, el requerimiento podrá ser presentado ante el Ministerio Público, el cual deberá realizar las primeras diligencias de investigación, sin perjuicio de dar inmediato aviso al Juzgado Militar y a la Fiscalía Militar correspondientes.".


	Sustitúyese el párrafo primero de la letra d) por el siguiente: 


	"Si iniciada la persecución penal por delitos ordinarios se estableciere la comisión de cualquier delito contemplado en esta ley con respecto a los instrumentos para cometer delitos en contra de las personas o delitos contra la propiedad, no procederá la declaración de incompetencia ni el requerimiento respectivo, siendo la justicia ordinaria competente para fallar esta clase de delitos.".


	Reemplázase la letra e) por la siguiente: 


	"e) Si, durante la investigación de un delito común, se estableciere la comisión de los delitos señalados en los artículos 3º y 8º, se dará cuenta inmediata de ellos a la Comandancia de Guarnición de la jurisdicción para que, de conformidad a las reglas establecidas en esta ley, siga el proceso correspondiente.".


Artículo 19


	Elimínase la frase "Fiscales de la Corte Suprema, Fiscales de la Corte de Apelaciones".


	Artículo 34.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 21 de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones:


	Sustitúyese, en el inciso primero, la frase "estar procesados" por "ser objeto de acusación".


	Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión "El auto de procesamiento" por "La acusación".


	Artículo 35.- Sustitúyese, en el número 1 del artículo 18 de la ley Nº 19.296, que establece normas sobre asociaciones de funcionarios de la Administración del Estado, la expresión "ni hallarse procesado" por "ni haber sido acusado".


	Artículo 36.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley Nº 1.094, de 1975, que establece normas sobre extranjeros en Chile:


Artículo 56


	Sustitúyese el artículo 56 por el siguiente:


	"Artículo 56.- Los extranjeros que se encuentren con prohibición judicial de salir del territorio nacional deberán obtener del tribunal competente la autorización para salir del país, lo cual deberá acreditarse ante la autoridad correspondiente."


Artículo 94


	Reemplázase el artículo 94 por el siguiente:


	"Artículo 94.- El Ministerio Público, los tribunales ordinarios de justicia y los tribunales militares, en su caso, deberán comunicar al Servicio de Registro Civil e Identificación y a la Policía de Investigaciones de Chile el hecho de haberse dictado, en los procesos en que aparezcan imputados extranjeros, medidas de prohibición de abandono del territorio nacional, sentencias condenatorias y autos de procesamiento en caso de la jurisdicción militar, dentro de un plazo de 5 días. En las regiones, con excepción de la Metropolitana de Santiago, dichas comunicaciones se dirigirán a las unidades regionales de los aludidos servicios, las que deberán, a su vez, informar en igual plazo a las autoridades centrales."


	Artículo 37.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 35 de la ley Nº 18.046. sobre sociedades anónimas:


	Reemplázase, en su número 3, la frase "Las personas encargadas reo o condenadas" por " Las personas acusadas o que hubieren sido condenadas".


	Sustitúyese, en el párrafo segundo del número 3, la expresión "procesado" por "acusado".


	Artículo 38.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 16.618, de Menores:


Artículo 16


	Suprímese, en el inciso quinto, la frase ", en la forma prevista por el artículo 266 del Código de Procedimiento Penal".


Artículo 28


	Reemplázase, en el inciso primero, la expresión "inculpados" por "imputados", y agrégase, en su inciso final, a continuación de la expresión "fiscal", la palabra "judicial”.


	Artículo 39.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 22 del decreto con fuerza de ley Nº 707, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley sobre Cuentas Corrientes Bancarias y Cheques:


	Reemplázase, en el inciso séptimo, la expresión "juez competente" por "tribunal competente".


	Sustitúyese el inciso octavo por el siguiente:


	"El pago que el imputado o condenado hiciere en cualquier tiempo del cheque, los intereses corrientes y las costas judiciales constituirá causal de sobreseimiento definitivo, a menos que de los antecedentes del proceso aparezca en forma clara que el girador de el o los cheques ha actuado con ánimo de defraudar."


	Artículo 40.- Efectúanse las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.346, que crea la Academia Judicial:


Artículo 2°


	Intercálase, en la letra d), entre las palabras "Fiscal" y “de”, la expresión "Judicial".


Artículo 11


	Elimínase, en el inciso segundo, la expresión "y del Ministerio Público".


	Artículo 41.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Sanitario:


Artículo 134


	Intercálase, en el inciso primero, entre el vocablo “judiciales” y la letra “y” que la sigue, la expresión “del Ministerio Público” antecedida por una coma (,).


Artículo 139


	Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 139, la letra “o” ubicada entre los vocablos “científico” y “judicial” por una coma (,), y agrégase, a continuación de la palabra “judicial”, la expresión “o penal”.


	Artículo 42.- Elimínase, en el número 2 del artículo 236 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1994, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Código del Trabajo, la frase “ni hallarse procesado”.


	Artículo 43.- Elimínase, en la letra d) del artículo 10 del decreto ley Nº 2757, que establece normas sobre asociaciones gremiales, la frase “ni hallarse actualmente procesado”.


Artículos  transitorios.


	Artículo 1º.- Los efectos que leyes especiales atribuyan al auto de procesamiento deberán entenderse referidos al auto de apertura del juicio oral.


	Artículo 2º.- Elimínase, para todos los efectos legales, el trámite de la consulta en los procesos penales.


	Artículo 3º.- Cualquier ley especial que hubiere otorgado a alguna autoridad facultades que, de acuerdo con la Constitución Política de la República, correspondieren al Ministerio Público, se entenderán referidas a este último.


	Cualquiera mención que leyes especiales hicieren al ejercicio de facultades jurisdiccionales en el ámbito del procedimiento penal, se entenderán referidas a los jueces de garantía, a los tribunales en lo penal o a los órganos de justicia militar, según corresponda.


	Deróganse todas las normas procesales penales especiales no modificadas por esta ley en cuanto fueren incompatibles con el Código Procesal Penal. 


	En substitución de esas normas, deberán aplicarse las reglas establecidas en éste.


	Artículo 4º.- Todas las normas contenidas en esta ley regirán desde la entrada en vigencia del Código Procesal Penal y sólo se aplicarán a los procedimientos que se tramiten conforme a las normas de este Código.”


-------


	Se designó Diputado Informante al señor Elgueta Barrientos, don Sergio.


	Sala de la Comisión, a 22 de diciembre  de 1998.














	Acordado en sesión de igual fecha, con asistencia de los Diputados Aldo Cornejo González (Presidente), Francisco Bartolucci Johnston, Juan Bustos Ramírez, Pía Guzmán Mena, Zarko Luksic Sandoval,  Jaime Orpis Bouchón e Ignacio Walker Prieto. 














Adrián Álvarez Álvarez,


Secretario de la Comisión.
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